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PREFACIO


La movilización social ha sido una constante en Colombia. Con algunos periodos de mayor efervescencia y otros de relativa calma, y en paralelo a las formas de participación electoral, diferentes sectores de la ciudadanía con frecuencia han salido a las calles a manifestar su inconformismo frente a las políticas públicas y a exigir reivindicaciones en temas tan diversos como política agraria, educación, salud o atención a las víctimas del conflicto armado.


Las conversaciones del gobierno de Juan Manuel Santos con las FARC-EP preveían un ambiente agitado en materia de movilización social. Experiencias similares muestran que la terminación de un conflicto armado da paso a una mayor protesta ciudadana, en tanto desaparecen las categorías en las que tradicionalmente se había enmarcado la relación entre Gobierno y sectores opositores. Así, en estos escenarios, quienes rechazan las políticas del gobierno de turno pueden manifestarse libremente, sin el estigma de simpatizar con uno u otro actor del conflicto armado.


El gobierno de Iván Duque Márquez no supo manejar esta situación. El periodo 2018-2022 estuvo marcado por las manifestaciones sociales, aún en el marco de una pandemia que confinó a millones de ciudadanos durante un largo periodo. Un primer hito en esta dinámica se da en noviembre de 2019, con un pliego de demandas que fue creciendo, una torpe respuesta del Gobierno y un estallido social que dejó en evidencia la precariedad de los mecanismos de diálogo establecidos con la ciudadanía.


La respuesta a esta primera crisis fue la llamada “Conversación Nacional”, con la que el gobierno de Duque buscaba superar tal situación. Sin embargo, desde los ejes temáticos y la convocatoria hasta los mecanismos de participación y acuerdos, la “Conversación Nacional” generó un amplio rechazo en diversos sectores sociales. Al margen de sus avances y desencuentros, con la llegada de la pandemia del covid-19 al país, tales esfuerzos se vieron interrumpidos.


Luego de varios meses de confinamiento y ante casos de violencia policial, en septiembre de 2020 hubo nuevas movilizaciones que expusieron la necesidad de abrir mecanismos de diálogo para abordar problemáticas ya existentes y que se habían exacerbado por las condiciones económicas asociadas al manejo de la pandemia. Estos procesos gradualmente degeneraron en una crisis social profunda durante el primer semestre de 2021 –tal vez la más importante en los últimos cuarenta años–, que dejó al descubierto la incapacidad institucional para abordar el inconformismo ciudadano.


Desde junio de 2021 el ambiente social ha sido de relativa calma, según algunos, en espera de las elecciones de 2022 y la posibilidad de un cambio de gobierno. El triunfo de Gustavo Petro en las elecciones presidenciales le daría la razón a esta hipótesis, generando un nuevo escenario para la movilización ciudadana en Colombia. Es decir, si bien el nuevo gobierno es en buena medida un rechazo a la gestión del gobierno anterior, queda abierta la pregunta acerca de cómo responderá a los temas que han sido parte de la agenda social durante estos años.


Este libro busca, precisamente, identificar los temas más importantes en este ámbito, así como los avances y expectativas en cada uno de ellos. El reconocimiento de las preocupaciones y demandas ciudadanas y la construcción de políticas para abordarlas son la llave al mejoramiento del ambiente social, la inclusión y la respuesta asertiva a las reivindicaciones históricas de diversos sectores. Con dicho propósito en mente, los docentes e investigadores de la Universidad Externado de Colombia que participamos en los diferentes capítulos de este libro ofrecemos este insumo a la sociedad colombiana.


Julián Arévalo y Andrea García
29 de junio de 2022
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A lo largo de los años Colombia se ha caracterizado por un nivel alto de movilización social en respuesta a diferentes políticas económicas, de seguridad, garantías de derechos sociales, situación de poblaciones vulnerables y protección del medio ambiente, entre otras.


Históricamente, la relación entre la protesta social y las dinámicas del conflicto en el país ha sido bastante compleja, en algunos casos con grupos armados apoyando o participando directamente en la primera y, en muchos otros, con la estigmatización de quienes exigen reivindicaciones sociales de manera pacífica.


Así, dar manejo a un escenario de manifestación social continua se ha convertido en una de las tareas más delicadas de cada gobierno, de suerte que estas no desborden la capacidad de respuesta del Estado, no se traduzcan en violencia y logren generar acuerdos con los sectores involucrados.


El gobierno de Iván Duque (2018-2022) no fue ajeno a esta dinámica. De hecho, desde muy temprano en su mandato, diferentes sectores manifestaron su inconformismo de manera abierta, lo cual dio lugar a momentos críticos, como el Paro Nacional de noviembre de 2019, y, luego de iniciada la pandemia del covid-19, a las protestas en 2020 y las grandes movilizaciones a lo largo del país durante el primer semestre de 2021.


El contexto era complejo: la firma del Acuerdo de Paz entre el gobierno de Juan Manuel Santos y las FARC en el 2016 era vista por diversos analistas como catalizador de una mayor movilización social1, en tanto representaba la oportunidad de cambiar la óptica con la que se había mirado la protesta social en el país. Es decir, lejos del temor de ser calificados por apoyar a uno u otro actor en el conflicto armado, diversos sectores podrían ahora mostrar su inconformismo frente a las políticas estatales, contribuyendo con ello a un ambiente de mayor dinamismo en materia de protesta ciudadana.


Como es claro a partir de la experiencia durante estos últimos años posteriores al acuerdo, tal expectativa se materializó. Circunstancias como los altos niveles de desempleo, informalidad, pobreza y desigualdad, así como la corrupción, el asesinato de líderes sociales, la calidad de la educación o el incumplimiento del Acuerdo de Paz desempeñaron un papel central en la agenda de la movilización social durante este cuatrienio. Luego de 2020, el manejo de la pandemia y la crisis económica y social asociada contribuyó al ya exacerbado ambiente de malestar ciudadano. La respuesta de la fuerza pública y el espiral de violencia generado se convirtieron, a su vez, en un punto adicional en la agenda de la movilización ciudadana.


Si bien luego del escenario crítico del primer semestre de 2021 la movilización social regresó a niveles moderados –según algunos expertos, como consecuencia del énfasis en el proceso electoral de 2022–, las variables subyacentes al inconformismo de los últimos años están lejos de transformarse. Temas relacionados con el modelo económico, como en lo relacionado con impuestos, trabajo y pensiones, implementación del Acuerdo de Paz, corrupción, justicia, entre varios otros, siguen siendo parte esencial de la agenda social y tienen el potencial de tornarse de difícil manejo hacia delante.


Este libro precisamente busca presentar un diagnóstico de las principales demandas que han estado en el centro de la movilización ciudadana durante los últimos años, los avances más importantes en cada uno de ellos, y los asuntos de la agenda que aún están pendientes. Con esto se busca contribuir a que el nuevo gobierno así como analistas, expertos y la ciudadanía en general cuenten con un referente que permita atender las principales preocupaciones detrás de la movilización ciudadana en el país y con ello se pueda ayudar a encauzarla por un camino de construcción de acuerdos que sean de beneficio para la sociedad colombiana.


I. MOVILIZACIONES DE 2018 A 2019: DE LA MULTIPLICIDAD DE FRENTES AL PARO NACIONAL



A. LA AGENDA DE PAZ



Desde antes de que iniciara el gobierno de Iván Duque era claro que uno de los temas de más difícil manejo sería el de los diferentes aspectos relacionados con el Acuerdo de Paz.


Por su posición a favor del No en el plebiscito por la paz en 2016, por un lado, y la atención de la comunidad internacional y múltiples sectores dentro del país, por el otro, el Gobierno estaba en una encrucijada: apostarle a la paz y traicionar a sus principales sectores de apoyo, o darles la espalda a los sectores a favor del Acuerdo en el país y a la comunidad internacional, poniendo obstáculos a la implementación. No era posible dejar contento a todo el mundo, y la movilización en las calles a lo largo de todo el país ante las opciones adoptadas fue prueba de ello.


El asunto no es menor en tanto incluye múltiples dimensiones que van desde la puesta en marcha del sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición2, y las garantías de seguridad para excombatientes, hasta la Reforma Rural Integral, los programas de sustitución de cultivos y la reforma política.


Si bien el contexto político no era fácil, la realidad en el terreno hizo las cosas aún más difíciles. El primer año del gobierno de Iván Duque fue uno de los más violentos para los líderes y defensores de derechos humanos, al registrar 282 asesinatos; en el 2019 esta cifra fue de 253 (Indepaz, 2020). Problemáticas como el narcotráfico y los cultivos de uso ilícito, además de la reconfiguración de los actores armados ilegales en los territorios antes dominados por las FARC y la presencia de grupos paramilitares, las actividades extractivas y las disputas por las tierras e incluso la construcción de megaproyectos, estaban detrás de buena parte de estas cifras.


A pesar de la suscripción del “Pacto por la vida y la Protección de los líderes y lideresas sociales y las personas defensoras de derechos humanos” (Gobierno de Colombia, 2018), al inicio del gobierno, no hubo un avance significativo en este frente, así como tampoco en la aplicación del marco de garantías que ya se recogía en el Acuerdo de Paz.


En la misma línea, la lucha contra el crimen organizado se enfocó en el fortalecimiento de la fuerza pública, implementando estrategias como la persecución –captura o abatimiento– de los miembros de las líneas de mando, “El Plan Diamante” o “El que la hace la paga”, los cuales generaron polémica debido a las inconsistencias de los datos presentados por el ejecutivo respecto a su efectividad, y por los daños colaterales en la población civil –como ocurrió con los menores que fallecieron en un bombardeo en Caquetá3–. De igual forma, se creó el “Plan de Acción Oportuna (PAO)”, que pretendía generar condiciones de protección a la vida de los líderes y defensores de derechos humanos, un plan ampliamente criticado por su enfoque militarista y coercitivo que dejaba de lado las garantías para la defensa de los derechos humanos.


Con lo anterior se hizo notoria una inconsistencia entre las demandas ciudadanas y el accionar del Gobierno, pues mientras este último se centró en aumentar el pie de fuerza y militarizar las regiones, las comunidades solicitaban mayor inversión social y atención de sus problemas estructurales (FIP, 2018). El accionar del Gobierno en torno al Acuerdo de Paz incluyó un cambio frente a lo pactado en la manera de abordar los problemas de seguridad en las regiones, que ha llevado a algunos expertos a hablar de la posibilidad de un nuevo ciclo de violencia en Colombia (Gutiérrez, 2021), al tiempo que generó una amplia respuesta negativa de la ciudadanía.


Ahora bien, frente al Acuerdo de Paz y más allá del tema de seguridad, al Gobierno le salió mal la iniciativa de presentar seis objeciones a la ley estatutaria sobre la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP)4. Si bien el Gobierno había manejado hasta ese momento un discurso moderado en relación con el Acuerdo, alejándose de los sectores más radicales de su partido que pedían “hacerlo trizas”, esta apuesta del Gobierno fue entendida como un ataque directo al Acuerdo y una implementación de mala fe.


Si bien las objeciones no tuvieron éxito, pues más adelante fueron rechazadas por la Corte Constitucional, sí dañaron de manera profunda la relación entre el Gobierno y los sectores a favor del Acuerdo.


Finalmente, frente a los temas de las transformaciones rurales, los avances fueron muy lentos, con retrasos y variaciones presupuestales que afectaban a las entidades encargadas de la implementación de la Reforma Rural Integral5, las garantías de personas en proceso de reincorporación6 o la sustitución de cultivos7. El lento avance en el Programa Nacional Integral de Sustitución (PNIS) y el descontento por la intervención militar en el proceso de sustitución de cultivos, que revivió la discusión de la aspersión aérea con glifosato, desencadenaron protestas en diferentes regiones del país.


Un último tema en la agenda de paz es el relacionado con el ELN, con quien luego de varios meses de estancamiento de la mesa iniciada en el gobierno anterior, y luego del atentado en la Escuela General Santander, que dejó un saldo de 23 personas muertas y más de 85 heridos, los diálogos se suspendieron de manera indefinida, al tiempo que este grupo se fortalecía en diferentes regiones.


B. LA OPORTUNIDAD PERDIDA EN LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN



Si bien el tema de paz generaba polarización en la ciudadanía, el Gobierno cometió un error de cálculo frente a lo que habría podido convertirse en un puente que lo conectara con la ciudadanía: la lucha anticorrupción. En agosto de 2018, apenas posesionado el presidente Iván Duque se llevó a cabo la consulta anticorrupción, una consulta popular que se enfocó en temas como la contratación estatal, la participación ciudadana, el salario y periodo de funcionarios públicos y la rendición de cuentas.


Dicha consulta contó con el apoyo de más de once millones de colombianos, que, pero aún así fue insuficiente para pasar el umbral requerido. Sin embargo, debido a la cantidad de votos a favor y a la presión de la ciudadanía por hacer de esta consulta una realidad, Duque decidió presentar ante el Congreso distintos proyectos de ley basados en sus preguntas, e hizo parecer que su gobierno se centraría en un “pacto anticorrupción” como caballo de batalla contra este mal.


No obstante, el respaldo dado no fue el anunciado, el llamado de “urgencia” del Gobierno para atender estos proyectos fue muy lento. A más de un año de realizada la consulta los proyectos no avanzaban y la percepción general era que el Gobierno había archivado estas iniciativas. Así, a partir de 2018, con una percepción de corrupción en el sector público de 36 puntos sobre 100, según el Índice de Percepción de Corrupción (IPC) (Transparencia por Colombia, 2019), y con un incremento en los escándalos de corrupción –que incluyen la malversación de recursos públicos o la compra de votos–, la lucha contra este flagelo y la respuesta del Gobierno al llamado ciudadano se convirtieron en uno de los principales argumentos de inconformismo social8.


De esta forma, lo que pudo convertirse en un puente entre Gobierno y ciudadanía, identificando un interés común como lo es la lucha contra la corrupción, se terminó convirtiendo en un punto más de la lista de reclamos ciudadanos, que complicaron aún más la agenda del ejecutivo.


C. ECONOMÍA Y DEMANDAS SECTORIALES



En materia económica las cosas no fueron mucho mejor. Entre las promesas de campaña el entonces candidato destacaba la revitalización de la economía y la simplificación del sistema tributario.


Si bien el 2019 termina con un crecimiento de 3,3% (DANE, Boletín Técnico: Cuentas Nacionales, 2021), que representa un repunte frente a años anteriores, es igualmente destacable que, en el ámbito regional, problemas de fondo como el desempleo, la inequidad del mercado laboral o la desigualdad social siguieron tomando fuerza. Por ejemplo, la tasa de desocupación en el 2018 alcanzó el 9,7% y en el 2019 llegó al 10,5% (DANE, 2020). Además, en este último año se presentaron incrementos de 1 y 1,4 puntos porcentuales en la pobreza monetaria y pobreza extrema respectivamente; y el índice de Gini llegó a 0,53 (Banco Mundial, 2021). Estos resultados generaron la sensación de que el crecimiento estaba concentrado en pocas manos y hacían falta mayores esfuerzos para que el crecimiento se tradujera en beneficios para amplios sectores de la población.


En materia tributaria, las dificultades fueron mayores. Durante el primer periodo legislativo el Gobierno impulsó la Ley de Financiamiento, que pretendía ser la llave para ajustar el Presupuesto General de la Nación y garantizar la sostenibilidad fiscal. Esta ley otorgaba beneficios a las grandes empresas y contemplaba múltiples exenciones tributarias para favorecer la creación de empleo y promover la llamada “economía naranja”. Ante ello, diferentes expertos advertían que esta reforma no recogía los recursos necesarios para dar respuesta a los –inflexibles– niveles de gasto del país9.


El proyecto de reforma se cayó en 2019 en la Corte Constitucional por vicios de procedimiento, lo cual debilitó al Gobierno, que se vio obligado a presentarla nuevamente en ese mismo año, esta vez con el nombre de Ley de Crecimiento Económico y con un menor capital político que al inicio de su periodo.


Durante este periodo, las preocupaciones por la regresividad del sistema tributario y las repercusiones sobre la clase media fueron tomando cada vez más fuerza. En materia de educación, por ejemplo, se demandaba mayor financiación para las universidades públicas10, mejoras en la infraestructura y calidad educativa, la revisión del modelo de préstamo con el Icetex y del Programa Ser Pilo Paga –que priorizaba los recursos hacia las universidades privadas y no hacia las públicas.


A su vez, las organizaciones indígenas convocaron a una gran Minga Nacional, que además de pedir una revisión del Plan Nacional de Desarrollo exigía una política de protección al medio ambiente, al tiempo que reclamaba por la vida, la seguridad y la paz11. La minga paró al suroccidente del país, y tras difíciles negociaciones, caracterizadas por la pérdida de confianza entre las partes, llegaron a un acuerdo de 805 mil millones de inversión en el cuatrienio12.


Adicionalmente, las dignidades agropecuarias se movilizaron para manifestar las dificultades relacionadas con los precios de los productos de exportación y los costos de su materia prima. Por otro lado, la rama judicial cesó sus actividades en más de una ocasión, solicitando un aumento presupuestal, el cumplimiento de acuerdos de años anteriores, las garantías para la independencia de la justicia, la creación de cargos de planta, entre otros13.


Al tiempo que esto ocurría, las centrales obreras se manifestaron en contra de lo que denominaron el “Paquetazo de Duque”, el cual incluía (1) el proyecto de reforma pensional14, que consideraba la eliminación del régimen de prima media, la transformación de la operación de Colpensiones, que pasaría a actuar como un fondo privado, y el incremento en los aportes de cotización; (2) el proyecto de reforma laboral, en torno a la cual se dieron propuestas relacionadas con la contratación por horas, la reducción de salario para los jóvenes, o el salario diferencial por regiones15; (3) la reforma tributaria; (4) la creación del holding financiero conocido como Grupo Bicentenario, que tiene como objetivo agrupar a las entidades estatales que prestan servicios financieros16; (5) las posibles privatizaciones de empresas estatales con el fin de solucionar el déficit estatal; y (6) la sobretasa en las tarifas de energía para ayudar a electrificadoras en crisis financiera. Para este momento la aprobación de la gestión del mandatario era de las más bajas, de apenas el 26% según la encuesta Invamer17.


Ante este panorama, los sindicatos realizaron un llamado a la ciudadanía para alzar la voz y manifestar su descontento con la gestión de Duque. Con esto, se unieron las organizaciones estudiantiles, las comunidades étnicas y de campesinos, los movimientos ambientalistas, los defensores del Acuerdo de Paz, los profesores, las organizaciones populares, las barras de los equipos de fútbol, artistas, miembros de la farándula y la ciudadanía en general. Así, se agregaron al “Paquetazo” los reclamos en relación con el abuso policial en las movilizaciones anteriores, el incumplimiento de los acuerdos previos con los diferentes grupos sociales, la corrupción, las demandas ambientales18, el inconformismo por el asesinato de líderes sociales, las necesidades agropecuarias, las demandas locales, entre otros.


II. EL PARO NACIONAL: ENTRE EL CONFLICTO Y EL DIÁLOGO



La falta de atención a conflictos localizados como la corrupción, el incumplimiento del Acuerdo de Paz o la agenda socioeconómica extendió el descontento hacia otros frentes. Algunos ejemplos son:


- Mujeres, colectivos feministas, población transgénero, campesinas, indígenas, afrodescendientes, entre otras, salieron a las calles a protestar en contra de la violencia de género;


- Los camioneros pararon por el IVA, los precios del combustible y los peajes;


- Las trabajadoras sexuales exigieron ser tenidas en cuenta en la discusión en torno a la regulación de los burdeles por parte de los gobiernos locales;


- La ciudadanía se manifestó contra la Ley de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones (TIC), que pretendía modificar el marco institucional del sector de la televisión;


- Los maestros expresaron su insatisfacción con el presupuesto a la educación y la corrupción en el Programa de Alimentación Escolar;


- Algunos campesinos marcharon por el cumplimiento de acuerdos previos, que incluían aspectos como las vías, los servicios públicos y la protección de la producción alimentaria.


Con este telón de fondo, hacia finales de 2019 el clima social del país estaba bastante caldeado. Diferentes declaraciones del Gobierno y su partido ayudaron a exacerbar los ánimos, como aquellas relacionadas con el Foro de Sao Paulo y la desestabilización de la democracia latinoamericana19, o las denuncias de allanamiento de las viviendas de líderes del paro y medios comunitarios20, que socavaban la dignidad de la ciudadanía y aumentaban el inconformismo.


A pesar de estos eventos, el 21 de noviembre de 2019 acudieron a las calles alrededor de 207.000 personas21 –según cifras del Gobierno– y 1,5 millones –según el Comité Nacional de Paro–. Este paro, al que se le denominó “21N”, se caracterizó por manifestaciones no localizadas ni organizadas, e incluso autores como Jorge Orlando Melo aseguraron que “tuvo una magnitud que ninguna protesta tuvo en 60 años”22. De acuerdo con la Fundación Friedrich Ebert en Colombia, estas protestas representan un “despertar y una participación de una clase media urbana que normalmente es muy apática con las movilizaciones sociales, que no solo incluyen a organizaciones que históricamente se movilizan, como estudiantes y sindicatos”23.


Aquel día, las calles de las principales ciudades del país se llenaron de arengas, actos culturales y mensajes de protesta. Sin embargo, para las horas de la tarde los actos de vandalismo y enfrentamientos contra la fuerza pública parecieron disipar las manifestaciones, que fueron reavivadas con un “cacerolazo” nocturno24. A partir de ese momento, el sonido de las cacerolas no solo se convirtió en la insignia de la insatisfacción de la ciudadanía con el Gobierno, sino que además dio paso a nuevos días de protesta, que solo se detuvieron con la llegada del covid-19 en 2020.


En ciudades como Bogotá se crearon las asambleas barriales, que llamaban a la unidad de los vecinos para protestar en las calles de los barrios y generar actividades de integración y discusión de las problemáticas del país25. Por su parte, el Comité Nacional de Paro (CNP), que en un inicio estuvo conformado por los promotores del 21N, posteriormente se articuló con otros movimientos –principalmente estudiantiles–, y comenzó a reunir las diferentes demandas de la ciudadanía.


En medio de las tensiones entre las partes y las manifestaciones, el presidente Duque convocó a la llamada “Gran Conversación Nacional” y habilitó una plataforma para la realización de propuestas por parte de la ciudadanía. En el marco de esta conversación, el CNP presentó un pliego de trece peticiones26. Sin embargo, ante la propuesta del mandatario de unir su encuentro con los representantes empresariales, gremios y entes de control, el CNP anunció que no estaría en una mesa que no fuese exclusiva para ellos27. Y aunque el presidente aseguró que este sería un espacio de diálogo y abierto a todos, el CNP exigió una mesa de negociación exclusiva y permanente.


Mientras esto ocurría, en las calles las exigencias continuaron y las tensiones aumentaron, no solo por las demandas ciudadanas sino también por los resultados en términos de heridos y detenidos, así como por los niveles de destrucción de la infraestructura pública y los costos económicos del paro. Tan solo el primer día se reportaron tres muertos, 120 lesionados y 98 detenidos28. A esto se sumó los daños materiales en establecimientos comerciales, saqueos, enfrentamientos con la fuerza pública, denuncias por casos de violación de derechos humanos de los manifestantes29 y afectaciones a los sistemas de transporte de las principales ciudades del país30. Así, según los cálculos presentados por la Federación Nacional de Comerciantes, en cada día de protesta se perdieron alrededor de 150 mil millones de pesos31. Estos elementos acrecentaron la división entre quienes estaban a favor y en contra de las movilizaciones, con lo cual se profundizaba el conflicto.


Después de varios días de protesta, a comienzos de diciembre de 2019, el presidente aceptó realizar en el marco de la “Conversación Nacional” una mesa exclusiva para los líderes de las protestas sociales32. Con esto se concretaron nuevas reuniones que en más de una ocasión generaron grandes frustraciones para las partes; así, mientras el Gobierno quería hablar de “conversaciones”, el comité convocante del paro insistió en hacer referencia a “negociaciones”. El Gobierno exigía mayor claridad sobre los reclamos del comité, y decidió enmarcarlos en seis temas que serían abordados en mesas nacionales y regionales:


1. El crecimiento con equidad;


2. Transparencia y lucha contra la corrupción;


3. Educación;


4. La paz con legalidad;


5. El medio ambiente; y


6. Fortalecimiento institucional.


Por su parte, los líderes del paro pedían que se hablara de todos los temas incluidos en su agenda, estos eran (CNP, 2019):


1. Garantías para el derecho de la protesta social;


2. Derechos sociales;


3. Derechos económicos;


4. Anticorrupción;


5. Paz;


6. Derechos humanos;


7. Derechos de la madre tierra;


8. Derechos políticos y garantías;


9. Política agraria, agropecuaria y pesquera;


10. Cumplimiento de acuerdos entre el Gobierno Nacional y procesos y organizaciones;


11. Retiro de proyectos normativos;


12. Derogatoria de normas;


13. Construcción normativa.


El nuevo pliego no solo sorprendió por el incremento en las demandas, sino también por su variabilidad temática y la complejidad de algunas de ellas en términos jurídicos, políticos y económicos33. De acuerdo con Diego Molano, entonces director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (DAPRE) y coordinador de la “Conversación Nacional”, algunas de estas solicitudes se refieren a reformas profundas y poco realistas, y aunque hay temas que se están considerando, “aquí no se puede entrar a negociar el Estado”34.


Un elemento que se ha de tener en cuenta es que justo en medio de las múltiples reuniones y espacios de diálogo orientados a tratar dichos asuntos, el Congreso aprobó la polémica “Ley de Crecimiento” mencionada anteriormente y a la que se oponían los manifestantes35. A esto se sumó la presentación de la nueva política de seguridad y convivencia que contemplaba un aumento del número de policías y efectivos del Esmad36.


Estos sucesos alejaron aún más las posturas del ejecutivo y del Comité del paro, a la vez que incentivaron a la ciudadanía a continuar saliendo a las calles. En paralelo, la “Conversación Nacional” siguió avanzando con otros sectores sociales y políticos, llegando a compromisos como la firma del Acuerdo de Escazú37 –que, sin embargo, aún no ha sido ratificado–. Gran parte de los escenarios convocantes de la “Conversación Nacional” resultaron siendo espacios para la rendición de cuentas en los que el Gobierno presentó los avances realizados en torno a las problemáticas planteadas por la ciudadanía, lejos de representar un verdadero proceso de diálogo entre las partes.


El año 2019 terminó sin resultados en las negociaciones y con un debilitamiento de la protesta social, que no se retomó en 2020 como esperaban sus líderes.


El balance de la “Conversación Nacional” –que se extendió hasta marzo de 2020– difiere según la perspectiva de cada una de las partes. Para el Gobierno Nacional, las conversaciones llevaron a resultados concretos como el acceso a mejores oportunidades en educación y empleabilidad a través del Decreto 2365 de 2019 y la formulación de la reforma al Icetex. A lo anterior se agregaron compromisos relacionados con un bloque de búsqueda contra los corruptos, así como mayor inversión social en los municipios que hacen parte de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y aumento en los recursos para vías rurales38.


Por su parte, el CNP solicitó la respuesta del Gobierno para realizar una negociación en torno a las 104 demandas presentadas en 2019, pero aseguraron no ver voluntad del Gobierno para establecer una mesa de negociación. De acuerdo con la respuesta dada por el ejecutivo, el 19% de estas peticiones no eran viables39 y el 65% ya estaban incluidas en el Plan de Desarrollo40.


Debido a la emergencia sanitaria ocasionada por el covid-19 a partir de marzo de 2020, las partes solo se reunieron en una ocasión durante ese año, y las manifestaciones programadas fueron suspendidas41.


III. DE LAS CALLES A LA PANDEMIA: UN GOLPE AL INCONFORMISMO



La declaración del confinamiento total del país para prevenir el colapso de las salas de urgencia por motivos de la propagación del covid-19 llevó a que varios indicadores económicos se vieran afectados significativamente. Uno de ellos fue el crecimiento del PIB, que para el 2020 fue de –6,8% (llegó a su peor cifra en el segundo trimestre de este año con –15,7% respecto al mismo periodo de 2019 [DANE, 2021b]). Mientras tanto, el desempleo se ubicó en un 15,9% (DANE, 2021c), lo cual significó aproximadamente 4,1 millones de desempleados.


Lo anterior estuvo enmarcado en los choques de oferta y demanda que se presentaron por las dificultades en la operación y distribución de los productos, así como las restricciones de movilidad, afectaciones en la demanda internacional de bienes y servicios o transformaciones en las cadenas de valor. Este contexto implicó una rápida reacción del Gobierno, que debía adaptarse a las nuevas condiciones y dirigir su atención a las respuestas inmediatas para el control de la crisis, por lo cual se declaró un estado de emergencia sanitaria, económica, social y ecológica que le permitió al ejecutivo tomar medidas de excepción42.


Al tiempo que los ingresos del Gobierno se restringían por la pandemia, las necesidades de gasto para cubrir las necesidades sanitarias estuvieron en aumento. Como medidas para mitigar el impacto del covid-19 sobre la economía y la ciudadanía, el Gobierno creó diferentes programas sociales, y el Fondo de Mitigación de Emergencias para financiar la atención en salud y facilitar las condiciones para mejorar las dinámicas de crecimiento y empleo. A pesar de estos esfuerzos, en comparación con otros países de la región, el gasto para atender la pandemia fue relativamente bajo. De acuerdo con investigadores de la Universidad de Columbia43, el país se ubicó en el octavo lugar de los países que más han gastado como porcentaje del PIB para enfrentar la pandemia (con un 2%); lidera esta lista Perú (8%), seguido por Brasil (8%) y Paraguay (6%).


La pandemia también profundizó los niveles de pobreza y desigualdad en el país. De acuerdo con el informe del Banco Mundial (2021) “Hacia la construcción de una sociedad equitativa en Colombia”, el país es uno de los más desiguales del mundo y el segundo más desigual de la región –después de Brasil–; la pandemia llevó el coeficiente de Gini del país al 0,54 en el 2020.


Según las mediciones de pobreza divulgadas por el Dane, en el ámbito nacional el 42,5% de la población estaba en condición de pobreza monetaria, mientras la incidencia de la pobreza monetaria extrema fue de 15,1% (DANE, 2021d). Los daños generados por este panorama son muy profundos. El aumento del desempleo, la inequidad, la crisis de la salud pública –que en octubre de 2021 sumaba más de 127 mil fallecidos44– y el bajo crecimiento económico avivaron la llama del inconformismo social, que ya había tomado mayor visibilidad con las manifestaciones iniciadas el 21 de noviembre de 2019, pero que cesaron al principio de 2020 debido a la cuarentena.


Las olas de protesta volvieron a tomar fuerza en septiembre de este año, cuando se llevaron a cabo diferentes movilizaciones sociales, para reclamar por el abuso de la fuerza por parte de la policía, el asesinato de líderes sociales, el destino de dineros públicos a entidades privadas y una mayor presencia del Gobierno en los territorios, entre otros.


IV. MOVILIZACIONES DE 2020 Y 2021: ¿POSICIONES IRREPARABLES?


El detonante de las protestas del año 2020 ocurrió en septiembre, cuando Javier Ordóñez, de 43 años, falleció como consecuencia de un procedimiento policial en el barrio Villa Luz en Bogotá45. La circulación de videos que mostraban la detención violenta del ciudadano por parte de la policía generó altos niveles de indignación, que resultaron en diferentes tipos de movilizaciones, que iniciaron de forma pacífica y terminaron en actos vandálicos y que mostraban el agotamiento asociado a la falta de soluciones de parte del Gobierno frente a la coyuntura socioeconómica de la pandemia.


Con esto se inició una serie de protestas en contra de la violencia policial, primero en Bogotá y luego en las principales ciudades del país. Las arengas exigían justicia para las víctimas de la violencia policial, a la vez que se reclamaba una reforma a la policía y la renuncia del entonces ministro de defensa, Carlos Holmes Trujillo. Las movilizaciones se caracterizaron por los enfrentamientos entre la fuerza pública y los manifestantes. Los Comandos de Atención Inmediata de la policía (CAI) fueron tomados como principal objetivo de vandalismo, pero además se presenciaron bloqueos, saqueos, robos e incendios de vehículos de transporte masivo.


En estas jornadas hubo denuncias relacionadas con el uso excesivo de la fuerza por parte de la policía, que respondió haciendo uso de armas de fuego. Durante las protestas de septiembre hubo 13 personas muertas y más de 400 personas heridas –entre ellas, 194 policías46.


A estas manifestaciones se unieron otros ciudadanos con un gran abanico de inconformidades, que nuevamente iban desde el descontento social con el gobierno Duque y su respuesta ante la crisis provocada por la pandemia hasta la lucha contra los asesinatos de líderes sociales y excombatientes y las masacres ocurridas en algunos departamentos como Cauca, Nariño, Valle del Cauca, Antioquia y Norte de Santander. Estos reclamos se concentraron en la primera marcha del Paro Nacional posterior a la pandemia, que denominaron “Marcha Nacional por la Vida”, ocurrida el 21 de septiembre de 2020[47].


En esta misma línea se produjeron las manifestaciones de la minga indígena del suroccidente del país48, el paro de maestros49, la exigencia para atender el pliego de peticiones de emergencia que el CNP entregó en junio de 2020 para abordar la crisis de la pandemia. Este pliego incluyó elementos como la renta básica de emergencia, la intervención y financiación del sistema de salud, la derogatoria de los decretos presidenciales de emergencia que afectaban a los trabajadores, la defensa de la producción nacional agropecuaria e industrial, el apoyo al sistema educativo y el no retorno a las clases presenciales, las acciones diferenciadas y específicas para garantizar la vida de las mujeres50 y la marcha por la vida y la paz realizada por excombatientes de las FARC51.


Todas estas expresiones de inconformismo fueron nuevamente unificadas en un Gran Paro Nacional el 28 de abril de 2021. Esta vez, el detonante fue la propuesta de reforma tributaria denominada “Ley de Solidaridad Sostenible” presentada por el ejecutivo, la cual buscaba recaudar cerca de 23 billones de pesos para continuar con los programas sociales de asistencia a los más pobres. Para ello, se debían aplicar medidas impopulares relacionadas con gravámenes a la canasta familiar –afectando productos de primera necesidad y servicios públicos básicos–, aumento del costo de la gasolina, ampliación de la base gravable del impuesto de renta, implementar el impuesto al patrimonio por dos años, entre otros52.


Los últimos días de abril estuvieron enmarcados por manifestaciones artísticas y cacerolazos, a los que se unieron el derribo de estatuas, bloqueos de las principales vías del país y disturbios en diferentes ciudades, siendo Cali la ciudad que vivió con mayor intensidad los enfrentamientos entre la policía y los manifestantes –lo cual llevó a un mayor despliegue de la fuerza pública en esta ciudad53.


Duque solicitó al Ministerio de Hacienda la redacción de un nuevo texto de reforma tributaria que tuviese en cuenta las solicitudes de la ciudadanía, pero no retiró el proyecto de la reforma, que era necesaria para sanear las finanzas públicas y darles continuidad a los programas sociales. No obstante, debido al ímpetu de las manifestaciones y el recrudecimiento de los enfrentamientos –que de acuerdo con la Defensoría del Pueblo ya denunciaban abusos de autoridad y violaciones a los derechos humanos, así como 19 muertos y más de 300 heridos durante los primeros cuatro días de protesta54–, Duque decidió retirar la reforma sin previas negociaciones con los promotores del paro55. Como consecuencia de esta decisión, el entonces ministro de Hacienda, Alberto Carrasquilla, renunció a su cargo. Y, contra lo que esperaba el Gobierno, estos sucesos en lugar de calmar el clamor de los manifestantes, los motivó a continuar protestando alrededor de nuevas demandas.


Así, se plantearon elementos relacionados con regionalización del sistema de salud, la creación del Fondo de Investigación en Salud y la derogación del Decreto 1174 de 2020 sobre las pensiones en Colombia. A esto añadieron las demandas de cumplimiento de los Acuerdos de Paz, la exigencia de la protección del derecho a la vida, críticas al manejo de la pandemia en medio de denuncias de corrupción por parte de la Procuraduría, la controversia del plan de vacunación, el incremento en los niveles de pobreza y desigualdad o la represión policial durante las protestas. El 7 de mayo se presentó un nuevo pliego de peticiones por parte del CNP, las cuales tendrían un costo aproximado de 81 billones de pesos56.


Al mismo tiempo, el calor de la protesta llevó a la suspensión de la Copa Libertadores y la Copa Suramericana, el hackeo de varias páginas por Anonymous y la exigencia por parte de algunos políticos de declarar estado de conmoción interior, señalando infiltración de bandas criminales en las protestas. Y mientras las marchas se extendían en todo el país con un apoyo cercano al 75% de los colombianos57, también se manifestó un gran apoyo internacional de colombianos en el exterior.


En este contexto, el Gobierno anunció reuniones con el CNP para tratar de llegar a consensos en torno a este panorama de conflictividad. No obstante, debido a la multiplicidad de actores –cada vez mayor–, muchos sectores sociales aseguraron no sentirse representados por el CNP, sino que declararon estar autorrepresentados, no tener líderes, y buscar la continuidad de la protesta, tal como ocurrió con algunos integrantes de la llamada “Primera Línea”58. Esta situación hizo aún más compleja la salida del conflicto.


Los avances en la negociación fueron mínimos, lo cual al tiempo aumentó el malestar y la distancia entre las partes. El primer intento de retomar las conversaciones entre el Gobierno y el CNP terminó en fracaso. De acuerdo con Francisco Maltés, integrante del Comité Nacional de Paro, “No se ha mostrado empatía con las víctimas. Hemos exigido que se pare la masacre, que se pare la violencia oficial y privada contra las personas que están ejerciendo el derecho legítimo a la protesta”, al mismo tiempo el comisionado de paz aseguró que este era un encuentro exploratorio59. No obstante, Duque anunció “matrícula cero” para el segundo semestre escolar del 2021 para los jóvenes de bajos estratos –posteriormente negada en el Congreso–60. Aunque fue aplaudido por muchos, otros insistieron en que esto debía darse en torno a un diálogo entre las partes.


En medio del paro se presentó un debate de moción de censura al ministro de Defensa, Diego Molano –la cual fue negada–, al tiempo que Miguel Ceballos, delegado del Gobierno para las conversaciones, presentaba su renuncia. Las conversaciones continuaron en medio de grandes desacuerdos y retiros unilaterales de la mesa. A lo anterior se suma la advertencia del CNP sobre la necesidad de que el Gobierno negocie con los sectores sociales y otros grupos que promueven el paro desde las regiones, con la juventud y con las “diversas ciudadanías” que han protestado, pues ya no representan a todos los manifestantes61.


Debido a los lentos avances de las negociaciones y a la falta de un acuerdo con el Gobierno Nacional, los sindicalistas, estudiantes y otros sectores sociales decidieron convertir sus peticiones en diez proyectos de ley que radicaron al inicio de la nueva legislatura, el 20 de julio de 2021[62]. Los proyectos son:


- Gratuidad universal para todos los estudiantes en la educación superior pública para hacer efectiva la “matrícula cero”;


- Fortalecimiento de la red pública de salud y dignificación y formalización laboral para enfrentar la pandemia;


- Apoyos para la reactivación económica de las mipymes y la generación de empleo;


- Apoyos para la reactivación del sector agropecuario;


- Derogatoria del Decreto 1174 de 2020 sobre piso de protección social;


- Acciones de promoción, prevención y capacitación para luchar contra las violencias basadas en el género;


- Garantías para el ejercicio del derecho a la protesta pacífica;


- Reforma al estatuto de juventud (Ley 1622 de 2013), para hacer más efectiva e incentivar la participación política de la juventud; y


- Reforma a la Policía.


El balance del paro es desalentador, son grandes los costos humanos, económicos y sociales. Los altos niveles de violencia que se vieron durante las protestas llevaron a que el Gobierno Nacional fuese demandado ante la Corte Penal Internacional por crímenes de lesa humanidad, y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos pidió autorización para visitar al país. Una vez aprobada su visita, la CIDH, en el mes de julio, publicó un informe con críticas al Gobierno por “el uso desproporcionado de la fuerza, las desapariciones, violencia contra periodistas y misiones médicas, uso de la asistencia militar, de las facultades disciplinarias y de la jurisdicción penal militar” (CIDH, 2021, p. 8). También recomienda en el mismo informe separar la Policía del Ministerio de Defensa, limitar las sanciones de funcionarios elegidos por voto popular y prohibir el uso de la fuerza letal como recurso para controlar el orden público (CIDH, 2021).


Según la ONG Temblores, para junio se denunciaron 45 muertes verificadas, 3798 casos de violencia policial, 25 víctimas de violencia sexual y 1649 detenciones arbitrarias en lo que va corrido del paro (Temblores ONG; Indepaz; Paiis, 2021). Por su parte, la ONG Human Rights Watch denunció 68 muertes verificables desde el inicio de las protestas (HRW, 2021). Y de acuerdo con el Ministerio de Defensa, para mayo se reportaron 1062 civiles heridos y 1083 policías heridos63.


Respecto a las repercusiones económicas, se registró una pérdida en la calificación de riesgo del país, el cierre de los negocios de algunos comerciantes que apenas se estaban recuperando de los efectos de la pandemia –de acuerdo con Fenalco, alrededor de 40.000 comerciantes tuvieron que cerrar–, así como afectaciones al turismo64. A esto se sumó la especulación de precios debido a los bloqueos de las vías y el reporte de escasez en la producción de algunos productos, lo cual llevó a desabastecimiento y mayor inflación.


La presentación de los proyectos de ley puso un alto al agitado ambiente que estuvo enfrentando el país. Las movilizaciones posteriores disminuyeron en cantidad y respaldo ciudadano. De acuerdo con el estudio de la revista Semana sobre la intención de voto y percepciones del Paro Nacional, solo el 47% de los encuestados aseguró que el paro le sirvió al país, y el 62% aseguró que no quieren que haya otro paro65.


No obstante, la búsqueda de soluciones en otra rama del poder dejó en evidencia la falta de confianza que la ciudadanía tiene hacia el ejecutivo, que no mostró una clara voluntad política para llegar a acuerdos, dejando en entredicho su liderazgo y capacidad por reconocer la complejidad de los problemas que limitan los avances esperados por la sociedad. Esta situación incrementó los niveles de desaprobación del mandatario, que en septiembre de 2021 se ubicó en un 75%, según la encuesta Invamer66.


V. ALGUNOS ELEMENTOS PARA ABORDAR EL CONFLICTO SOCIAL EN COLOMBIA



En esta sección se presentan algunos elementos teóricos para abordar el conflicto social en Colombia. En 1970, Albert Hirschman presentó diferentes medios que tienen las personas para satisfacer sus deseos, validar sus opiniones o expresar su insatisfacción con un sistema, una organización o un producto (Hirschman, 1970). En el marco del inconformismo social, las posibilidades de los ciudadanos consisten en tres decisiones distintas: salida, voz y lealtad.


La elección de salida implica el abandono total del sistema, las personas pueden renunciar a la democracia, no volver a participar en la vida política, abstenerse de votar en las elecciones, e incluso elegir cambiarse de país. En contraposición, la voz es el intento de corregir el sistema desde adentro; los ciudadanos pueden manifestar su descontento y expresar sus demandas a través de las figuras de participación democrática –exteriorizan su posición mediante el voto o alzan su voz y protestan–. Por su parte, la lealtad tiene una doble connotación: mientras que algunos prefieren mantenerse fieles al sistema tal cual es y en ocasiones sufrir en silencio o ignorar los problemas, otros encuentran en las críticas constructivas una forma de aumentar la efectividad de la voz al amenazar con la salida.


De las tres alternativas, la voz ha tomado mayor fuerza en todo el mundo, generando escenarios de conflictividad social exacerbada e inestabilidad política. El conflicto, argumenta Hirschman (1970), no es malo per se para una sociedad, puesto que dependiendo de la forma en que sea abordado y del tipo de conflicto que se trate, puede fomentar la integración entre la ciudadanía y ofrecer caminos hacia nuevas formas de orden social que favorezcan la vida en democracia.


En general, los conflictos pueden considerarse destructivos o constructivos para el sistema (Hirschman, 1996). Los primeros hacen referencia a problemas “indivisibles”, es decir, situaciones que plantean dilemas excluyentes, donde las partes ven la solución como un juego de suma-cero en el que deben mantener su posición, sin estar dispuestos a ceder. En cambio, los segundos tratan los problemas “divisibles”, en los que se puede llegar a soluciones a través de mecanismos como el diálogo y la negociación.


Cuando los conflictos son constructivos, el sistema cuenta con más herramientas para solucionarlos, por lo cual depende de la voluntad de las partes involucradas para crear espacios de diálogo que fortalezcan la democracia. Sin embargo, cuando no hay voluntad política para lograrlo se corre el riesgo de entrar en dinámicas destructivas que pueden desencadenar escenarios de difícil control –como la violencia exacerbada o la guerra– y cuya solución parece cada vez menos viable, profundizando la decadencia del sistema político.


Por lo general, cuando la ciudadanía alza su voz, y se manifiesta en contra de la autoridad, los conflictos suelen ser constructivos, y es viable un proceso de articulación de intereses entre quienes realizan sus demandas y los gobiernos involucrados. No obstante, abordar estos conflictos requiere presidentes con capacidad de liderazgo y concertación, que reconozcan la dignidad del otro y atiendan las demandas de manera oportuna para evitar un escalamiento del conflicto (véase Arévalo, 2020).


Para el caso de Colombia, la voz a través de la movilización social resultó siendo el mecanismo escogido para exteriorizar el inconformismo. Desafortunadamente, este escenario, que requería una disposición al diálogo para la consecución de un acuerdo, presentó varias falencias que terminaron por escalar el conflicto.


VI. UN LIDERAZGO DÉBIL



Un líder requiere habilidades para comprender los intereses de aquellos que lidera y encontrar puntos en común que le permitan la consecución de sus objetivos. De acuerdo con Zapatero, Krupp y Howland (2013), esto implica: comunicarse efectivamente, tener la capacidad de anticipar las amenazas y oportunidades, cuestionar sus supuestos, analizar de forma abierta y constructiva los problemas, reconocer e interpretar el contexto, mantener un proceso de decisión estratégica, y alinear las opiniones y agendas dispares.


Bajo esta lógica, el presidente Iván Duque tuvo varias falencias en su liderazgo, que en lugar de construir confianza y afianzar el compromiso de su gobierno con la ciudadanía, terminaron por fortalecer la polarización. Por ejemplo, desde antes de posesionarse, el mandatario buscó apaciguar las expresiones de desánimo de los colombianos con la construcción de un “gran pacto nacional” que permitiría mayor legalidad, equidad y emprendimiento. En su discurso de posesión, Duque señaló “los invito a que construyamos un gran pacto por Colombia, a que construyamos país, a que construyamos futuro y a que por encima de las diferencias están las cosas que nos unen”. No obstante, a pesar de que la retórica del pacto logró consolidarse en el papel y en la construcción del Plan Nacional de Desarrollo, no consiguió su objetivo de unidad nacional, al no representar al total de la población67.


Aunque la obtención de consensos alrededor de distintos temas es una tarea difícil de lograr, tres sucesos dejan en evidencia una falta de liderazgo que complejiza la tarea.


Por un lado, desde 2018 el gobierno Duque desaprovechó la oportunidad de convocar a toda la sociedad en torno a un tema que la unía: la lucha contra la corrupción. Aun cuando había un consenso sobre la importancia de este problema para la ciudadanía, la lenta respuesta y la escasa atención del Gobierno lo convirtieron en una de las principales preocupaciones de la agenda de movilización social durante la administración Duque.


Por otro lado, a este malestar se sumó la respuesta del Gobierno en relación con uno de los temas que más polarización han generado: el Acuerdo de Paz. Con las objeciones de la JEP, Duque trató la paz como una política de gobierno y no de Estado, controvirtiendo a otras ramas del poder y haciendo omisión de la separación de poderes y la supremacía de la Constitución en un Estado social de derecho.


Este comportamiento omitió habilidades de liderazgo y negociación relacionadas con la restricción de poder (Schelling, 1956), según la cual, en interacciones con otros agentes, la consecución de resultados favorables puede depender de las limitaciones para realizar concesiones o compromisos según la conveniencia del caso. Contrario a esto, Duque pretendía cruzar límites que, de haberlo conseguido, lo habrían hecho más vulnerable ante todo tipo de amenazas, provenientes de terceros actores con los que interactúa.


En relación con la paz, la controversia aumentó con la falta de capacidad del presidente para alinear sus acciones con las demandas de los territorios, los cuales solicitaban mayor atención de sus problemas estructurales al tiempo que se les respondía con mayor presencia militar. Esta situación generó un gran inconformismo social y profundizó el descontento de una población que históricamente ha sentido el abandono estatal.


Por su parte, en materia económica y tras las movilizaciones en contra de la “Ley de Solidaridad Sostenible”, Duque no anunció espacios de diálogo y concertación con los sectores movilizados, que les permitiera sentirse escuchados y partícipes de las decisiones públicas, y en lugar de ello tomó decisiones unilaterales –como la modificación y el posterior retiro de la reforma–, omitiendo las reclamaciones de su contraparte y acrecentando el malestar social. Pero esta no fue la única concesión unilateral del Gobierno: en materia educativa también se vio con el anuncio de Duque sobre la “matrícula cero” para el segundo semestre escolar de 2021 para los jóvenes de bajos estratos –la cual fue posteriormente negada en el Congreso–. Estos comportamientos, que han sido aplaudidos por muchos, también generan frustración ante la falta de diálogo con la contraparte, que quiere sentir que es incluida en un proceso de transformación social.


A la administración Duque le faltó anticiparse a las posibles consecuencias de sus decisiones y reconocer el contexto disruptivo que estaba viviendo el país. El Gobierno no supo entregar sus concesiones de manera adecuada y en cambio, su accionar permitió que la ciudadanía reafirmara a la protesta social como mecanismo central en la consecución de sus objetivos, reforzando sus demandas, y exigiendo cambios cada vez más radicales, que impulsan a su vez una mayor desconfianza hacia el Gobierno.


Superar la desconfianza es una de las dificultades más frecuentes que se encuentran en el relacionamiento de diferentes actores. No obstante, resulta fundamental para desescalar los conflictos. La literatura ha sugerido algunos elementos, como la definición de marcos institucionales comunes en los que desenvolverse (Axelrod, 2006), o la descomposición de los problemas y su solución gradual bajo la mutua comprensión de la construcción de la buena fe en su relación de largo plazo (Schelling, 1956), elementos que no lograron establecerse en la creciente conflictividad social del país.


VII. FALTA DE APERTURA HACIA LA CONCERTACIÓN



En un proceso de resolución de conflictos resulta fundamental la disposición de las partes para la obtención de consensos. En negociación, algunos elementos como el reconocimiento de la dignidad de la contraparte y la búsqueda de objetivos comunes favorecen este proceso.


De acuerdo con Hicks (2013), la dignidad hace referencia a los sentimientos de valor inherente a cada persona, que en una negociación llevan a los actores a mantener ciertas expectativas sobre el reconocimiento que merecen. Por esto, el reconocimiento de la dignidad del otro da lugar a un proceso de reciprocidad que favorece el relacionamiento entre las partes. En cambio, una aparente percepción sobre su transgresión puede llevar a respuestas negativas del agente vulnerado.


Las crecientes movilizaciones de los últimos años reflejan una desconexión entre el Gobierno y la ciudadanía, así como las dificultades por comprender las causas del inconformismo y las posibles salidas satisfactorias para ambos. Esta coyuntura fomentó declaraciones de criminalización de la protesta, estigmatización de grupos sociales e incluso el impulso de una propuesta para regular la protesta social, comportamientos que desencadenaron la promoción de lemas como “Que el privilegio no te nuble la empatía”, dejando al descubierto una dignidad social erosionada, que reacciona ante la falta de comprensión y reconocimiento.


De igual forma, se interpone la existencia de un sesgo inconsciente que lleva a las partes a considerar sus propias aspiraciones con una valoración superior que las del otro lado, pues son “más razonables, morales o correctas”. Esta situación termina por radicalizar las posiciones de las partes, influir en las expectativas sobre el comportamiento del otro, e incluso resultar en profecías autocumplidas generando actuaciones que desencadenan y exacerban comportamientos previamente condenados (Lax & Sebenius, 2006). Este escenario amplía las brechas entre las partes que resultan siendo fuente de nuevas reclamaciones y un conflicto exacerbado.


De acuerdo con Donatella della Porta y Sidney Tarrow (2012), cuando se activan o reactivan nuevos ciclos de protestas –como ha ocurrido en Colombia–, tanto los manifestantes como las autoridades gubernamentales acomodan sus propias estrategias a las aspiraciones sobre el comportamiento del otro, basado en las experiencias previas de interacción. Desafortunadamente esto termina por profundizar algunos ciclos de violencia, en los que algunos manifestantes, además de utilizar los escenarios convencionales de protesta presentan comportamientos disruptivos y violentos, con una respuesta del Gobierno basada en la “mano dura”. De manera que dichos comportamientos acaban agrandando el distanciamiento de las partes y dificultan la persecución de un objetivo común.


Pero más allá de este comportamiento posicional, el contexto se dificulta aún más debido a la multiplicidad de actores y agendas involucradas, que se discuten de manera simultánea. Así, mientras en gobiernos pasados la administración pública debía atender demandas particulares, el actual gobierno tuvo que desarrollar una negociación entrecruzada, sin interlocutores definidos, en la que las decisiones que tomó en uno de los frentes afectaron directamente al otro. De acuerdo con Schelling (1956), estas negociaciones presentan mayores obstáculos dependiendo de las expectativas de resultados, el número de actores involucrados y la multiplicidad de temas; por esto, resulta de gran importancia definir la forma en que serán abordados a través de una agenda concreta (Schelling, 1960) que permita estructurar los diferentes demandas, y facilitar la obtención de un acuerdo.


Lamentablemente, y a pesar de los esfuerzos por mantener una “Conversación Nacional”, el accionar del Gobierno fue lento y falló en la generación de dinámicas que ayudaran a resolver el conflicto, a alinear sus intereses con los de la ciudadanía en una agenda común y a generar confianza en las instituciones.


VIII. PLAN DEL LIBRO



El Paro Nacional de 2019, que se extendería hasta el 2021, se caracterizó por la multiplicidad de actores sociales y políticos, así como por la variedad de demandas que con el pasar del tiempo iban en aumento. Este libro busca poner sobre la mesa la diversidad temática de dichas demandas, al tiempo que se identifican las respuestas del Gobierno, presentando los avances, estancamientos y tareas pendientes que serán fundamentales en la agenda del país.


Para lograrlo, el libro reúne a cerca de treinta docentes e investigadores de las diferentes facultades de la Universidad Externado de Colombia, quienes, en su interés en ilustrar de forma parcial el desarrollo y cumplimiento de las demandas ciudadanas, tomaron como referencia el pliego de peticiones presentado en el 2019. El proyecto se inició en junio de 2021, con reuniones periódicas que permitieron revisar la importancia de los diferentes temas para la opinión pública, visibilizando los diferentes actores y agendas en los ámbitos nacional y regional, que se han desarrollado en el marco de las movilizaciones de 2019-2021.


Además de este capítulo introductorio, el libro cuenta con cinco secciones. La primera se refiere a las demandas relacionadas con los derechos sociales y económicos, y presenta ocho estudios. El capítulo de Isidro Hernández y Nohora Bohórquez aborda la política fiscal en Colombia en los últimos años y presenta las necesidades de reformar el sistema tributario, según los principios de equidad, eficiencia y suficiencia, y de reestructurar el sistema presupuestal para que, acorde con las competencias de cada nivel de gobierno, redefina la relación entre las políticas macrofiscal, monetaria y cambiaria.


Por su parte, Fernando Herrera aborda las preocupaciones en torno al empleo, la población pobre y vulnerable y el crecimiento, los cuales han desempeñado un papel importante en el marco de las movilizaciones sociales. Para este autor, algunos de los aspectos relacionados con estos temas aún no han tenido un trámite adecuado, por lo cual, a pesar de reconocer las acciones del Gobierno y el impacto de sus programas, se siguen encontrando profundas debilidades.


Posteriormente, Isidro Hernández presenta algunas preocupaciones sobre el Sistema General de Seguridad Social (SGSS), el cual gira en torno a los intereses económicos, financieros y políticos de los diferentes actores sociales. El autor describe cómo el acceso al SGSS depende de las dinámicas del mercado laboral y asegura que “se requiere un sistema que incorpore de manera coherente la protección integral a la vejez para todos los ciudadanos –sin distinguir el estrato social–, la redistribución del ingreso entre ciudadanos y regiones, la garantía y el cumplimiento de los derechos, y la integralidad de la política social”.


En el siguiente capítulo, Angie Upegui y Pablo Bermúdez desarrollan un análisis de las principales problemáticas asociadas al Sistema General de Seguridad Social en Salud desde dos perspectivas: financiación y acceso. En particular, hicieron énfasis en las demandas hechas por la ciudadanía en el marco del Paro Nacional de 2019. Los autores concluyen que si bien se han generado iniciativas que buscan corregir los principales problemas del sistema de salud colombiano, hace falta voluntad política y diálogo entre los distintos actores involucrados.


En el capítulo de Jaime Duarte, Antonio Robles y Pablo Bermúdez se describen las principales preocupaciones de la ciudadanía respecto a la economía solidaria, las cuales van desde el marco normativo hasta la implementación de políticas públicas para el fomento y fortalecimiento de las entidades cooperativas y solidarias; la priorización en los fondos de emprendimiento los proyectos asociativos cooperativos y solidarios; y la promoción de la educación solidaria en todos los niveles de formación. De acuerdo con los autores, la Ley de Emprendimiento aborda estas preocupaciones y favorece el cooperativismo y el sector solidario.


Seguido a esto, Nubia Miranda, Sorangela Ramírez, Santiago Tellez y Angie Culma describen las distintas peticiones que han realizado las organizaciones de estudiantes y Fecode en aspectos como acceso, financiación, permanencia y calidad para la educación superior. El capítulo también discute los acuerdos logrados entre el Gobierno Nacional y dichas organizaciones, y presenta algunas conclusiones y recomendaciones para la toma de decisiones y la atención de demandas en el sector educativo.


El capítulo de Andrés Camacho y Ángela Gaitán aborda las preocupaciones sobre el acceso al sistema de seguridad social de los artistas, la contratación de artistas nacionales, al presupuesto general para la cultura y a la Ley Naranja. Según los autores, el Gobierno ha demostrado interés en impulsar económica y socialmente el sector cultural a través de la Ley Naranja. No obstante, recomiendan realizar avances paulatinos del presupuesto de cultura en los próximos años.


En el capítulo siguiente también de Andrés Camacho y Ángela Gaitán se revisa el inconformismo que el Comité Nacional de Paro y otros sectores manifestaron alrededor de la Ley TIC. Los autores aseguran que esta ley es un paso importante para avanzar en la modernización del sector de las tecnologías de información y comunicación, lo cual le permitirá al país acelerar la reducción en brechas digitales y rezagos en competitividad digital.


Más adelante, Antonio Robles y Pablo Bermúdez abordan las solicitudes presentadas por el sector del transporte. Los autores comentan que entre 2020 y 2021 se presentaron algunos avances en términos de proyectos de ley y reformas para la regulación de dicho sector.


Finalmente, en el último capítulo de esta sección, David Ortiz afirma que Colombia no avanza en la lucha contra la corrupción y que la preocupación de la ciudadanía en torno a estos temas ha impulsado al uso de mecanismos no tradicionales de participación como la protesta social. Además, afirma que más allá de intentar solucionar el problema de la corrupción por la vía legislativa, se requiere avanzar en el cumplimiento de la normatividad existente. La segunda sección del libro se centra en el análisis del cumplimiento de la implementación integral del Acuerdo de Paz, que ha sido una de las demandas constantes de los manifestantes en las zonas urbanas y rurales. Esto tiene que ver con la preocupación que hay sobre los serios problemas que persisten en la implementación del Acuerdo y los mensajes contradictorios y ambiguos que el actual Gobierno Nacional ha dado al respecto desde que asumió el poder en agosto de 2018.


Esta sección consta de cuatro capítulos. En un primer momento, Andrés García, Juliana Bustos, Angie Culma y Paula Martínez presentan un análisis específico sobre las peticiones realizadas por el Comité Nacional de Paro en torno a algunos de los temas del Acuerdo de Paz y, de manera más general, de la construcción de paz. Como conclusión, el autor y las autoras afirman que es esencial seguir impulsando la implementación integral del Acuerdo de Paz que, a cinco años de su firma y en medio de nuevas circunstancias y desarrollos políticos y económicos, continúa siendo una hoja de ruta esencial para hacer frente a los retos en materia de desigualdad socioeconómica, déficit democrático y deterioro ambiental del país y para poder hacer efectiva la vigencia del Estado de derecho en los territorios.


El capítulo de Andrés García y Juliana Bustos señala una creciente preocupación por el deterioro de las condiciones de seguridad en varias regiones del país y sus consecuentes afectaciones sobre las comunidades históricamente vulnerables. Para los autores, avanzar en la construcción de paz exige poner en marcha una clara política de seguridad territorial con enfoque de derechos humanos. De igual forma, aseguran que en lo que respecta a las negociaciones con otros grupos armados, como el ELN, se pueden mantener canales de diálogo, para que el gobierno entrante pueda buscar una salida negociada.


El estudio siguiente, de Nathalia Ávila, Laura Escobar y Sandra Rubio, ratifica que la exigencia del cumplimiento del Acuerdo de Paz ha estado constantemente presente en las manifestaciones sociales, y a pesar de los espacios de diálogo, las exigencias suelen repetirse y hacerse más complejas. Las autoras identifican cuatro problemáticas en la apuesta por la construcción de paz y la implementación de los Acuerdos de La Habana: articulación, tiempos, asignación de recursos y seguimiento.


Esta sección termina con el capítulo de Leonardo Garavito-González y Sairi T. Piñeros, quienes realizan un análisis basado en un estudio de caso y en la experiencia de un excombatiente de las FARC y firmante del Acuerdo. A través del proyecto de turismo ecológico en La Guajira, Tierra Grata Ecotours, el texto ofrece reflexiones sobre la importancia en la implementación del Acuerdo y su vínculo con las movilizaciones sociales de 2019 y 2021.


La tercera parte del libro se centra en las problemáticas del campesinado, el sector agropecuario y el medio ambiente, que aborda estas demandas en seis capítulos. El capítulo de Nathalia Ávila, Laura Escobar y Sandra Rubio analiza el reconocimiento del campesinado como sujeto de derechos políticos en el país. De acuerdo con las autoras, históricamente los campesinos han tenido que enfrentarse a situaciones de discriminación estructural, que afectan sus posibilidades de acceso a la tierra, a servicios públicos básicos y, en general, a derechos fundamentales. Para las autoras, la lucha por el reconocimiento del campesinado como sujeto de derechos ha generado acuerdos ampliamente incumplidos.


En un siguiente capítulo, Andrés García y Juliana Bustos analizan los problemas del derecho a la tierra. En el estudio se describe cómo el derecho al territorio está estrechamente vinculado con el sustento y la identidad de los diversos habitantes rurales, y cómo su gestión inadecuada ha sido fuente de conflictos, de baja productividad e informalidad económica. De ahí la necesidad de avanzar en la distribución, formalización y restitución de tierras bajo un enfoque territorial, participativo, étnico y de género. En el capítulo plantean la urgencia de formar el catastro multipropósito y contar con un impuesto predial rural progresivo.


Posteriormente, Isidro Hernández y Paula Martínez revisan las características principales de los mercados campesinos, detallando el componente de las demandas ciudadanas en torno al sector agropecuario. Se enfatiza en que existe una deuda social y económica con los pequeños productores, un sector social que con su producción alimenta a la población urbana pero vive en la pobreza, incluso en la inseguridad alimentaria.


En el capítulo de Patricia Guzmán se analiza la situación en torno a la protección de semillas propias y nativas, que, lejos de ser una temática coyuntural y puntual, es un punto crucial dentro en las movilizaciones sociales, que debe ser atendido con una perspectiva participativa e incluyente. De acuerdo con la autora, la ausencia de claridad y definición de las semillas propias y nativas se manifiesta en la falta de respuestas en políticas y normas para su protección, lo cual no permite una visibilidad optimista en su protección real.


Para finalizar esta sección, Jorge Iván González, Angie Culma, Ángela Gaitán y Andrés Avellaneda analizan las consecuencias de no tomar medidas radicales para superar la dependencia de los hidrocarburos y de la minería. Los autores afirman que, lamentablemente, en el horizonte del Gobierno no se ve una apuesta seria por transformar la matriz energética. Adicionalmente, los investigadores analizan por separado cada una de las peticiones de la ciudadanía en torno al tema de medio ambiente. Entre ellos se destacan las sugerencias al Gobierno respecto a la prohibición del uso de glifosato, el avance cuidadoso en el desarrollo del fracking (o la búsqueda de alternativas energéticas), el proceso de delimitación de las zonas protegidas, o la prohibición de la actividad minera dañina para el medio ambiente.


La cuarta sección se centra en las garantías a la protesta social, seguridad y derechos humanos, y consta de tres capítulos. En el estudio de Camilo Umaña y Alejandra Osorio se presenta un análisis comparativo entre el Paro Nacional de 2019 y las manifestaciones sociales de 2021 en términos de garantías a la protesta y violación de derechos humanos. Como conclusión, los autores determinaron que existe una intención del Gobierno Nacional en dictar parámetros institucionales a la fuerza pública para el respeto y garantía a la protesta social pacífica. No obstante, esto no ha logrado superar los disensos.


Luego,Victoria González establece, a partir de la teoría de marcos de significación de la acción colectiva, cuáles fueron las circunstancias por las cuales se movilizaron los marchantes en las jornadas de protesta de los años 2019 y 2021. Utilizando una estrategia metodológica de entrevista semiestructurada, la autora señala algunas diferencias entre las movilizaciones de 2019 y 2021. Además, la investigadora resalta las dificultades del Estado para tramitar las preocupaciones urgentes de la ciudadanía y la falta de canales adecuados para expresar inquietudes y proponer soluciones de forma participativa.


Por último, en esta sección Angie Culma analiza el cumplimiento de los acuerdos firmados por los gobiernos anteriores y actual con el movimiento de víctimas y distintas organizaciones de derechos humanos.


La sección final considera las demandas relacionadas con la población étnica, mujeres y personas en condiciones de vulnerabilidad, y se aborda en cinco estudios. El capítulo de Manuel Bernardo Pinilla y Marta Saade Granados plantea reflexiones puntuales y articuladas sobre la autonomía jurisdiccional y administrativa, así como los derechos territoriales y de acceso a tierras de las comunidades y los pueblos étnicos. De acuerdo con los autores, se encuentran avances normativos importantes en términos de restitución de derechos territoriales y participación en los espacios de la JEP, pero también un debilitamiento y una posible regresividad de algunos derechos étnico-territoriales. De igual manera, es visible una tensión entre las garantías de derechos territoriales y la autonomía jurisdiccional y administrativa de pueblos y comunidades étnicas.


Posteriormente, Nathalia Ávila, Laura Escobar y Sandra Rubio analizan la deuda histórica con los pueblos africanos esclavizados en Colombia, y cómo esto se junta con una nueva forma de violencia que niega a los pueblos la posibilidad de vivir en libertad y autonomía. Concluyen que si bien se deben dar mejoras en el ámbito censal y de reconocimiento de la población, las recomendaciones deben escucharse directamente de las voces de las organizaciones afrocolombianas, negras, palenqueras y raizales.


El capítulo de Paula Martínez hace una evaluación del cumplimiento de los compromisos adquiridos históricamente por el Gobierno Nacional con las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. La autora analiza la evolución que han tenido la región de Tumaco, Chocó y Buenaventura tras una historia enmarcada en las movilizaciones sociales para conseguir recursos que puedan solventar el problema del acceso a los servicios públicos básicos y mejorar las condiciones de vida de la población.


A continuación, Andrés Avellaneda y Paula Martínez hacen un recuento histórico de la implementación y el cumplimiento de los acuerdos firmados entre el Gobierno con: organizaciones indígenas y la Mesa de Derechos Humanos por la Defensa de la Vida y el Territorio en el Departamento del Cauca.


Finalmente, el último capítulo, escrito por Ángela Gaitán, analiza la situación de vulnerabilidad que vive la mujer, dada la constante violación de sus derechos, en toda clase de actos que denigran su identidad y dignidad, destacando que es obligación del Estado garantizar la protección de los derechos de este grupo poblacional.
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Política fiscal colombiana, menos equidad y mayor recaudo





Quienes participaron activamente en el estallido social de abril de 2021 justificaron la protesta con el argumento de estar en contra de la reforma tributaria, en específico, con la ampliación de la base del IVA y la variación de las tarifas del impuesto de renta para personas naturales y la incorporación a la base de contribuyentes de personas con ingresos iguales o superiores a un millón seiscientos mil pesos mensuales. La primera reforma tributaria que se pasó ese año fue el florero de Llorente de una inconformidad social más profunda. Empero, al tomar la reforma como la causa de la protesta la población dejó un mensaje: la política tributaria que se ejecuta desde 1990 no tiene como criterio la equidad y la progresividad, principios constitucionales y económicos que se deberían cumplir. En las últimas tres décadas se generó un conjunto de beneficios que favorecieron a sectores económicos específicos que tienen presión política, se crearon distorsiones en la economía y no aumentó la elasticidad del recaudo. El capítulo muestra la tendencia de la política tributaria que llevó a la inequidad, expone las distorsiones del sistema tributario y la tendencia del gasto, dentro del contexto de la política fiscal y la dinámica de las finanzas públicas.


I. EL PANORAMA HASTA 2014


La política fiscal en Colombia tiene como pauta de diseño y ejecución el principio de austeridad y la visión de mínimo gasto y máxima producción privada de los bienes y servicios que requiere la sociedad. Esta posición de la clase gobernante y empresarial –la élite– exhorta a que el Estado no sea alcabalero, esto es, que extraiga el mínimo excedente privado y que el tamaño de la organización estatal sea pequeño y cuanto menos gasto, mejor.


La oposición sistemática y permanente al incremento de los impuestos a lo largo de la historia del país deja una presión fiscal baja (gráfico 1), menor a la que tienen los países desarrollados. Son muchos los eufemismos que la élite utiliza para conservar en el mínimo los gravámenes; por ejemplo, utilizó la expresión “alivio tributario” en las reformas de los setenta, en los noventa la “ayuda fiscal” y en lo corrido del siglo XXI la “competitividad fiscal”. Y cuando las circunstancias macroeconómicas obligan a un incremento de la tributación utiliza la fórmula expedita de ampliar los impuestos indirectos, como en la crisis económica y fiscal de 1982, en la última década del siglo pasado para cubrir el mayor gasto derivado de las reformas institucionales o, en lo corrido del presente siglo, para reducir el desbalance fiscal. El conjunto de reformas tributarias realizadas en el último medio siglo con expresiones y argumentos retóricos revirtió la tendencia en la estructura del recaudo tributario, transformación que progresivamente generó oposición social.


GRÁFICO 1
PRESIÓN FISCAL
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Fuente: Hernández (2020).


Hasta mediados del siglo XX el recaudo tributario dependió de los gravámenes indirectos. Con la implantación de los tributos directos, primero con el impuesto de renta en 1918, luego el impuesto al patrimonio y exceso de utilidades en 1936 y la doble tributación en 1953, ganó participación el recaudo de los directos hasta la década de los ochenta, y desde entonces nuevamente predomina el recaudo generado por los indirectos (gráfico 2). La causa de esta reversión no es otra que la oposición histórica de la élite a los impuestos directos, conducta que deja un conjunto de beneficios y rebajas de las tarifas del gravamen de renta (gráfico 3) que distorsionan el sistema tributario. La reducción de las tasas se acompañó con el desmonte del impuesto al patrimonio en 1959 y de la doble tributación en 1982, aunque la necesidad de financiar la guerra interna obligó a la élite a reimplantar el gravamen al patrimonio en 2002 por periodos que se prorrogan de manera sucesiva en cada reforma. Estas modificaciones condujeron a la caída de la participación de los directos en el recaudo total hasta 1999, y en este siglo las reformas llevaron a un aumento del recaudo directo de diez puntos porcentuales en promedio anual, lo cual deja una estructura del ingreso tributario partida por la mitad.


GRÁFICO 2
COMPOSICIÓN DEL RECAUDO DEL GOBIERNO NACIONAL
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Fuente: Hernández (2020).


GRÁFICO 3
TARIFAS DEL IMPUESTO DE RENTA
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Fuente: Hernández (2020).


La participación de los tipos de impuestos según criterio recaudatorio o clasificación administrativa indica que la política, el sistema y la estructura tributaria se diseñan y se ejecutan sin considerar la distribución del ingreso, pese a que el artículo 363 de la Carta Magna de 1991 obliga al Estado a fundamentar la imposición con los principios de equidad y progresividad. Para apoyar esta aserción basta con recordar que los impuestos indirectos, por definición, no tienen nideben tener en cuenta la capacidad económica de los contribuyentes. Un rico o un pobre pagan el gravamen si optan por hacer efectivo el hecho imponible, esto es, la realización de un consumo o una venta.


Los gravámenes indirectos no afectan la distribución del ingreso pues recaen sobre el gasto, sobre el uso del ingreso. En consecuencia, si los tributos indirectos participan en la mitad del recaudo del Gobierno Nacional significa que la política y el sistema tributario colombiano no se guían por el principio de equidad sino por el principio de eficacia tributaria, es decir, se estructura el sistema tributario de manera tal que aumente el recaudo, no altere la distribución del ingreso y la riqueza, y que las modificaciones se puedan hacer con la mínima presión política por parte de los grupos económicos.


Los impuestos directos en sí mismos tampoco contribuyen a la equidad. Están diseñados y establecidos para generar ventajas a favor de contribuyentes específicos. El conjunto de beneficios tributarios para unos sectores de contribuyentes les reduce la cuota líquida, lo cual genera inequidad horizontal. Los cálculos de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) del gasto tributario –que se incorporan por ley en el Marco Fiscal de Mediano Plazo– y los resultados de la Misión de Beneficios Tributarios son evidencia de esa inequidad, cifras que se conocen pero que el Gobierno Nacional y el Congreso de la República no tienen la disposición política para corregir. Para fines de evocación, porque el Gobierno y el Congreso son incompetentes para modificar la situación, en la siguiente sección se recuerdan los costos de los beneficios que distorsionan el sistema y la estructura tributaria.


La baja presión fiscal que deja una insuficiencia impositiva se cubrió con ingresos no tributarios tales como los excedentes financieros de las empresas industriales y comerciales del Estado y de las sociedades de economía mixta, los rendimientos financieros, las tasas, las participaciones, las contribuciones, multas, remates, venta de tierras y activos no financieros y por venta de bienes y servicios de no mercado. Estos ingresos representaron un 18,8% promedio anual del ingreso total en el último siglo, pero su participación se redujo en la última década y su crecimiento es cada vez menor (gráfico 4). Algunos de estos rubros tuvieron importancia en periodos con peculiaridades macroeconómicas y sectoriales; por ejemplo, los ingresos por actividad cambiaria fueron significativos entre 1962 y 1981, cuando predominó el régimen administrado bajo tipo de cambio, conocido en inglés como crawling peg, los ingresos de la propiedad fueron importantes desde 1991 hasta 2014 gracias a los excedentes financieros de empresas que tuvieron bonanzas, como Ecopetrol, o que operan en estructuras de mercado oligopólico, como ISA e Isagen.


GRÁFICO 4
INGRESOS NO TRIBUTARIOS
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Fuente: cálculos propios con base en Contraloría General de la República y Ministerio de Hacienda y Crédito Público.


A medida que el Gobierno Nacional vende al sector privado sus participaciones en estas sociedades para cubrir los faltantes de caja de corto o mediano plazo, el flujo del ingreso se reduce y, como continúa esta tendencia privatizadora, en los próximos años es inexorable que la élite tenga que incrementar la imposición para cubrir la desaparición de estos rubros y sufragar los mayores niveles de gasto. La cuestión por determinar es si aumenta los gravámenes directos o indirectos dada la experiencia de la protesta social de 2021. Queda por ver si la ciudadanía y la clase política aprendieron la lección.


Pese a la visión de la élite sobre un gasto necesario y mínimo, el crecimiento poblacional y el desarrollo socioeconómico colombiano exigen mayores niveles de gasto y una organización estatal que responda a desafíos nacionales e internacionales más grandes. Las realidades se imponen a los deseos y para cubrir las exigencias de nuevo gasto la élite adoptó una estrategia de ajuste gradual y lento.


El gasto presupuestal del Gobierno Nacional tuvo una tendencia levemente creciente hasta el primer lustro de los ochenta (gráfico 5) porque el presupuesto era de tipo incremental y prevalecían una sociedad y una economía rurales, un poder político y administrativo centralizado y un ciudadano sin herramientas para exigirle al Gobierno que le garantizara sus pocos derechos. Durante ese periodo la política fiscal tuvo como objetivo el equilibrio presupuestal para minimizar las exigencias de endeudamiento. Para lograrlo, el gasto de cada órgano ejecutor se ajustaba de acuerdo con la disponibilidad de ingresos presupuestales (reconocimientos) y desde 1955 en adelante según la inflación observada.


GRÁFICO 5
GASTO DEL GOBIERNO NACIONAL
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Fuente: cálculos propios con base en Contraloría General de la República y Ministerio de Hacienda y Crédito Público.


A finales de los setenta, cuando la economía y la sociedad habían hecho su tránsito a lo urbano y el ciudadano había empezado a reclamar con mayor fuerza sus derechos, empezó a quebrarse la tendencia en el nivel de gasto (gráfico 5). La crisis económica y fiscal de 1982 y luego la crisis cambiaria de 1984 impusieron una nueva forma de guiar la política fiscal. Se optó por utilizar como meta el equilibrio operacional o de caja, de moda en América Latina, y se ajustaba la ejecución presupuestal a la dinámica que llevara la tesorería. Era planear un gasto presupuestal máximo, pero ejecutar de acuerdo con las disponibilidades de caja. En esos años el discurso de la élite incorporó la boga internacional de la equidad. La política fiscal empezó a mirar con mayor detenimiento a la masa de población olvidada. La salud, la educación, la vivienda y el apoyo a las poblaciones rurales empezaron a ser prioridad en el gasto público desde 1987. El cambio en la pendiente del gasto se explica por ese interés y por el incremento del gasto para reducir las brechas en infraestructura que tenía el país.


Al inicio de la última década del siglo XX, el Plan de Desarrollo de 1990 “La revolución pacífica” 1990-1994 prometió una transformación estatal que mejoraría el bienestar social. Para alcanzarlo, “El Plan busca promover un ambiente institucional para que el sector privado, y en general todos los ciudadanos, sean los actores centrales del proceso de cambio y crecimiento. El Estado puede hacer más por el desarrollo económico concentrándose en sus obligaciones sociales básicas, deshaciéndose de funciones que no le corresponden, y dejando de intervenir en numerosos escenarios de la vida económica. El costo inevitable de la intervención excesiva en aspectos productivos y de la innecesaria regulación ha sido el descuido de la educación, la salud, la justicia y la seguridad ciudadana. Por ello, en todos los campos de acción que propone el nuevo Plan, la acción estatal se concentra y focaliza en sus responsabilidades fundamentales y en promover que los ciudadanos tengan más oportunidades económicas y políticas que en modelo anterior” (Presidencia-DNP, 1991).


La Constitución de 1991 reforzó y le dio vida legal a ese punto de vista y, en muchos artículos, abrió la posibilidad de que el sector público se retirara de la producción de bienes y servicios y pasara al sector privado1. Igualmente modificó la institucionalidad monetaria y cambiaria, integró la planeación con las finanzas públicas por intermedio del gasto presupuestal en inversión y amplió la desconcentración administrativa con el aumento de recursos y funciones a los gobiernos departamentales y municipales, incorporó el concepto de “gasto social” y dejó como rentas de destinación específica los recursos de la salud y la educación. Vale recordar y resaltar que la Carta Magna creó los instrumentos para que los ciudadanos hicieran cumplir sus derechos, muchos de ellos negados o ignorados durante más de un siglo, instrumentos que, por ejemplo, no permitieron criminalizar el Paro Agrario de agosto de 2013 y el paro campesino de junio de 2016, ni la protesta social que empezó en abril de 2021.


Esos cambios institucionales llevaron a la eliminación, a la transformación y al nacimiento de entidades públicas que aumentaron el gasto como proporción del PIB y a una mayor variabilidad durante el primer lustro de los noventa. Una vez se superó el ajuste de la organización estatal, el crecimiento real del gasto empezó una tendencia decreciente hasta 2016, cuando alcanzó su tasa de crecimiento mínimo (gráfico 5).


La promesa del nuevo modelo de crecimiento económico empezó a perder posibilidades de realización en lo social a finales del siglo pasado y las nuevas generaciones de colombianos, los nacidos después de 1990, cesaron sus ilusiones en la segunda década del presente siglo; los nuevos trabajadores y microempresarios de la ciudad y el campo despertaron a la realidad económica. La explosión social de 2021 tiene entre sus raíces las fallas institucionales y los resultados de largo plazo del modelo de crecimiento económico implantado desde 1990. Aquí se resaltarán los elementos fiscales, profesionales de otras disciplinas analizarán las otras aristas del problema en diferentes capítulos de esta obra colectiva de la Universidad Externado de Colombia.


En la arquitectura institucional la Junta Directiva del Banco de la República quedó responsable de la política monetaria y cambiaria. La Constitución de 1991 le asignó explícitamente como objetivo de política macro-monetaria el control de la inflación –artículo 373–, y este mandato se ratificó con la Ley 31 de 1992. Las primeras juntas directivas tomaron literalmente el artículo y desconocieron en la práctica dos objetivos de la política macroeconómica: el crecimiento y el nivel de empleo. Con la sentencia C-481 de 1999 de la Corte Constitucional se le obliga jurídicamente a integrarse y coordinarse con el resto de la política económica: “[L]a actividad del Banco para mantener la capacidad adquisitiva de la moneda debe ejercerse en coordinación con la política económica general, lo cual implica que la Junta no puede desconocer los objetivos de desarrollo económico y social previstos por la Carta”. Esa sentencia llegó en un momento en que la economía colombiana alcanzó la tasa de decrecimiento más profunda del siglo XX, causada fundamentalmente por la política monetaria.


Si en lo jurídico se exige coordinación, en la práctica la política fiscal queda subordinada a la política montería. El presupuesto colombiano que conceptualmente es de tipo mixto, esto es, incremental en el gasto de funcionamiento y por programas en el gasto de inversión, en la programación y en la ejecución es incremental: el monto total del presupuesto crece en la meta de inflación fijada por la Junta Directiva y el crecimiento económico acordado entre las autoridades fiscales y monetarias. Esto implica que el gasto queda limitado a la meta de inflación y a la disponibilidad de efectivo en tesorería. Esto se puede mostrar a partir de las instrucciones que emite el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en las circulares externas que deben seguir los ejecutores del Presupuesto General de la Nación para elaborar su presupuesto (figura 1).


FIGURA 1
INSTRUCCIONES PARA PREPARAR LOS PRESUPUESTOS
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Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público.


Esas relaciones jerárquicas se reforzaron con la Ley 819 de 2002, que agregó el Marco Fiscal de Mediano Plazo al estatuto orgánico de presupuesto, el Acto Legislativo 1 de 2011, que incorporó la sostenibilidad fiscal en el ordenamiento constitucional, y la Ley 1473 de 2011, que creó la regla fiscal y elevó el Marco de Gasto de Mediano Plazo, que había sido creado con el Decreto 4730 de 2005 a norma orgánica. Toda esta normatividad tiene un objetivo: garantizar que el gasto del Gobierno Nacional guarde la estabilidad macroeconómica y garantice la más alta calificación en el grado de inversión del país. Para alcanzarlo el instrumento de política es gastar de acuerdo con el ingreso efectivo de manera que se obtenga un equilibrio o un superávit primario, sin importar si existe un sobreajuste macroeconómico.


El resultado global es una tendencia decreciente en la tasa de crecimiento real gasto presupuestal desde 1992. Desde luego, ese ajuste implica que existen unos rubros de gasto y unos órganos presupuestales que contribuyeron a esa tendencia de largo plazo y que algún sector de la sociedad sintió una disminución, un estancamiento en el acceso a un bien, un servicio o una transferencia que le proveía el Gobierno Nacional, o simplemente que la calidad del bien o servicio que recibe se deterioró.


Si el ingreso no es suficiente para cubrir el gasto necesariamente el Estado tiene que recurrir al endeudamiento para financiarlo. La deuda del Gobierno Nacional cambió a partir de 1982 y alteró su estructura a partir de 1993. Con la crisis de 1982 el país entró a tener como principal fuente de financiamiento la deuda externa con la banca comercial, cuando en décadas anteriores predominaba el crédito con los organismos multilaterales y las agencias de cooperación internacional de gobiernos del primer mundo, con montos de crédito relativamente bajos que exigían un servicio de la deuda2 igualmente mínimo. Por ello el gasto presupuestal total y sin servicio de la deuda, como se muestra en el gráfico 5, no tienen una gran diferencia. De 1982 a 1991 los créditos sindicados empezaron a absorber mayor presupuesto y para mantener la estabilidad fiscal se promovió la reducción de otros rubros presupuestales.


A partir de 1991 la deuda externa sindicada dio paso a las primeras emisiones de títulos de deuda pública (TES) y a recomponer el pasivo financiero hacia el endeudamiento interno (gráfico 6). Con la Ley 100 de 1993, que reformó la seguridad social, el país comenzó a tener un acervo de ahorro financiero que, además de contribuir a profundizar el sistema crediticio y el mercado de capitales, favoreció la sustitución de la fuente de financiamiento del sector público. Por primera vez en la historia económica colombiana los recursos internos podían financiar con solvencia el déficit de caja del Gobierno Nacional.


GRÁFICO 6
DEUDA DEL GOBIERNO NACIONAL
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Fuente: cálculos propios con base en Contraloría General de la República.


En las últimas tres décadas el Gobierno Nacional optó por una estrategia que combina la disminución del endeudamiento externo con una posición abierta más allá de su vencimiento rollover de deuda. Con la sustitución del crédito externo hacia el interno disminuyó el riesgo cambiario, y con el rollover pospone el pago a principal y cubre los intereses con el volumen corriente de recaudo. Este manejo financiero se benefició de la caída sistemática de las tasas de interés internacionales e internas y le permitió mantenerse solvente y obtener para los bonos externos una buena calificación de riesgo.


Las reformas tributarias, las privatizaciones, los excedentes petroleros y el ajuste en el gasto durante la primera década de este siglo le permitieron disminuir el saldo total como proporción del PIB (gráficos 1, 5 y 6), pero después de la crisis financiera y comercial mundial de 2008-2009 más la caída de los precios internacionales del petróleo aumentó el nivel de deuda, especialmente la interna. Entre 2010 y 2019 la deuda como porcentaje del PIB creció en diez puntos porcentuales, y en un año la elevó diez puntos adicionales, estos corresponden al efecto pandemia de 2020.


Ahora llega la época en que se implantará un nuevo ajuste fiscal en un periodo crítico de recuperación económica y emergencia social. Empezó con la aprobación de la Ley 2155 de 2021 o Ley de Inversión Social, que reduce el gasto corriente y una pequeña parte de los beneficios entregados a los empresarios en las reformas tributarias de 2018[3] y 2019.


II. EL PERIODO RECIENTE: 2015-2021


En mayo de 2015 la Comisión de Expertos para la Equidad y la Competitividad Tributaria le presentó su informe al ministro de Hacienda y Crédito Público, y sobre la tributación del Gobierno Nacional diagnosticó: baja presión tributaria, un recaudo por debajo de lo esperado en la reforma de 2012 del impuesto de renta para la equidad (CREE), el sistema tributario no es progresivo y tiene un pequeño efecto redistributivo porque la base imponible a partir de la cual las personas naturales entran como contribuyentes del impuesto de renta deja a potenciales contribuyentes por fuera y las exenciones y otros beneficios erosionan el recaudo, los bienes exentos del impuesto sobre las ventas (IVA) benefician a los hogares de ingresos altos, hay inequidad horizontal, el impuesto mínimo alternativo simple (IMAS) y el impuesto mínimo alternativo (IMAN) benefician a las personas de mayores ingresos, existen impuestos antitécnicos, como el gravamen a los movimientos financieros (GMF), y hay personas e entidades específicas que tienen beneficios y tratamientos tributarios que permiten la elusión, como las entidades sin ánimo de lucro (Comisión, 2015).


A partir de sus conclusiones sugirió ampliar la base del impuesto de renta para las personas naturales, racionalizar los beneficios de ese gravamen, simplificar y unificar el tratamiento tributario de acuerdo con el tipo de renta, eliminar el IMAN y el IMAS y la exención a los dividendos. A las personas jurídicas suprimirles el CREE y el impuesto al patrimonio, crear el impuesto sobre utilidades empresariales, llevar la renta presuntiva a un punto porcentual y gravar las ganancias ocasionales como renta ordinaria. Y en IVA, ampliar el hecho generados a transacciones de intangibles, comisiones y gastos al sector financiero, establecer cinco categorías de bienes4 y crear un régimen simplificado.


En la exposición de motivos del proyecto de ley el Gobierno Nacional utilizó como argumento de autoridad el informe de la Comisión, pero en el articulado no se reflejaron las recomendaciones sobre la equidad. En el impuesto de renta a las personas naturales propuso seis rangos de Unidad de Valor Tributario (UVT), para ingresos por dividendos y participaciones sugirió unas tarifas que implicaba una tributación menor frente a los mismos rangos de UVT de las personas naturales; y para las personas jurídicas propuso para 2017 una tarifa del 34% y del 33% para 2018 y un punto porcentual menos para 2019. Una tarifa del 9% para EICE y SEM del nivel departamental y municipal, y dos tarifas para empresas editoriales constituidas en Colombia y que produjeran libros, revistas o folletos. Incluyó una sobretasa al impuesto de renta para contribuyentes con ingresos iguales o superiores a ochocientos millones de pesos. Y pidió eliminar el CREE, el IMAN y el IMAS y crear el monotributo.


El Congreso le aprobó la mayoría de la propuesta gubernamental con la expedición de la Ley 1819 de 2016. Después de más de medio siglo se retornó al sistema cedular. En personas naturales a la cédula de rentas de trabajo se le puso a las exenciones y deducciones un límite de máximo el 40% del ingreso líquido. En la cédula de pensiones se gravaron los retiros de cotizaciones voluntarias que tuvieran un fin distinto de una mayor pensión y se dejó como exento y deducible el ingreso pensional equivalente a 1000 UVT y a las indemnizaciones sustitutivas de pensiones. En rentas de capital el máximo de exenciones y deducciones es del 10% de la renta; e igual límite quedó para las rentas no laborales que no hicieran parte de las anteriores cédulas. Y las rentas de dividendos y participaciones se crearon dos sub-cédulas. Cabe destacar que las rentas de dividendos o participaciones quedaron con menor tarifa que las rentas laborales y de pensiones para rangos similares de UVT de ingreso, de manera que continúa la inequidad vertical. Y se creó el monotributo como sustitutivo del impuesto de renta y complementarios para personas naturales con ingresos brutos entre 1400 y 3500 UVT. Y a las personas jurídicas se les definió una tarifa del 34% para 2017 y del 33% a partir de 2018; y del 20% para zonas francas, cooperativas y el régimen tributario especial; más la sobretasa del 6% para ingresos iguales o superiores a 800 mil pesos. Igualmente se aprobó la propuesta de la tarifa especial del 9% y el desmonte del CREE. Así las cosas, las personas jurídicas continuaban con inequidad horizontal. Total, al sistema impositivo no se le corrigió su principal defecto.


La necesidad de mantener el balance fiscal y por los efectos macroeconómicos sobre las finanzas públicas el Gobierno Nacional presentó un proyecto de reforma tributaria que hizo énfasis en el IVA, titulado “Financiamiento para el restablecimiento del equilibrio del presupuesto general”. El objetivo de fondo era ampliar la base gravable, para lo cual propuso modificar la lista de los bienes que no causan el impuesto, los servicios exentos, los excluidos y, según sus argumentos, para incentivar la inversión modificaba el IVA descontable en la adquisición de bienes de capital. En el impuesto de renta a personas naturales solicitó aumentar en dos rangos de UVT el impuesto con tarifas del 35% y el 37%, y modificar las rentas exentas de trabajo y pensiones. Para la cédula de dividendos y participaciones propuso una tarifa especial del 5% para utilidades no constitutivas de renta ni ganancia ocasional. Y a las jurídicas les aumentó las exenciones y los descuentos y planteó una tarifa del 33% para 2019 a partir de la cual se reducía un punto porcentual cada año hasta llegar al 30% a partir de 2022. También solicitó la continuidad del impuesto al patrimonio hasta 2020 con tarifa del 0,5% y el 1%. Y planteó una amnistía con el eufemismo de “normalización tributaria”.


El Congreso expidió la Ley 1943 de 2018, donde se observa que realizó modificaciones a las listas de bienes y servicios que había pasado el Gobierno Nacional para ampliar la base del IVA y aprobó este impuesto a la venta de bienes inmuebles. En impuesto de renta a la cédula general de las personas naturales le limitó las rentas exentas y las deducciones especiales a un máximo del 40% y sin exceder las 504 UVT. En el gravamen de patrimonio subió el valor mínimo del hecho generador a 5000 millones de pesos (el Gobierno había propuesto 3000) y dejó como tarifa el 1%. A las personas jurídicas les modificó la renta presuntiva y les dejó la ampliación de las rentas exentas y las tarifas que había propuesto el Gobierno. Por último, como lo planteó el Gobierno, aprobó la creación del impuesto unificado del régimen simple de tributación, con lo cual se reconocía el fracaso del monotributo, y el régimen tributario en renta para las megainversiones dentro del territorio nacional con el fin de incentivar el empleo, y continuó con la estrategia de obras por impuestos.


Nuevamente el Gobierno Nacional y el Congreso evadieron la solución al problema de equidad tributaria, por el contrario, lo profundizaron. Se limitaron a buscar recursos para cubrir el desfinanciamiento haciendo caso omiso a las condiciones de deterioro de los ingresos de la clase media y el incremento de la pobreza que había empezado desde 2016.


La sentencia C-481 de 2019 de la Corte Constitucional que declaró inexequible varios artículos de la ley obligó al Gobierno a solicitar otra reforma en 2019, con el nombre promocional de “Normas para la promoción del crecimiento económico, el empleo, la inversión, el fortalecimiento de las finanzas públicas y la progresividad, equidad y eficiencia del sistema tributario”. Casi sin modificaciones, el proyecto fue aprobado por el Congreso con la Ley 2010 de 2019.


Un elemento importante de esa ley fue la creación de la Comisión de estudio de beneficios tributarios, la cual se integró con el Decreto 855 de 2020. Su objetivo fue explícito: evaluar la conveniencia de los beneficios tributarios y proponer su reforma. Entregó el informe en septiembre de 2020 y estableció que los beneficios para 2019 alcanzaron los 92,4 billones de pesos, de los cuales el 81,1% los generó el IVA, el 18,5% el impuesto de renta y el restante los demás impuestos. El gasto tributario en IVA tiene como fuente las exclusiones con un 82% de ese gasto, las exenciones con el 13% y las tarifas diferenciales con el 4%. En el impuesto de renta el gasto tributario surge de las rentas exentas que significaron para el 2019 el 65% del gasto, los descuentos tributarios el 30,1% y por deducción por inversión en activos fijos el 4,9%. Las rentas exentas de las personas jurídicas representaron un 1,2% del PIB y las de las personas naturales el 7,8% del PIB. De estas últimas la renta de trabajo equivalen al 63,9%, las pensiones el 35,1%, las de capital el 0,3% y las no laborales el 0,6%.


Dadas esas cifras, recomendaron incrementar la base del IVA y aumentar el impuesto de renta a personas naturales, no realizar reformas incrementales por impuesto, pues no son efectivas, y hacer “una reforma fundamental” (Comisión, 2020, pp. 29 a 32).


Con base en algunas de las recomendaciones de esta comisión, en el 2021 el Gobierno Nacional presentó una nueva propuesta de reforma fiscal bajo el eufemismo de consolidación de “una infraestructura de equidad fiscalmente sostenible para fortalecer la política de erradicación de la pobreza, a través de la redefinición de la regla fiscal, el fortalecimiento y focalización del gasto social y la redistribución de cargas tributarias y ambientales con criterios de solidaridad y que permitan atender los efectos generados por la pandemia”, sintetizado con el título Proyecto de Ley de Solidaridad Sostenible. Era un proyecto de ley fiscal porque tomaba elementos de gasto, ingresos y sostenibilidad fiscal. Se trataba de reformar las finanzas públicas y la estructura organizacional del Estado pues se pedía autorización para eliminar o fusionar entidades.


El proyecto 594 de 2021 de la Cámara y 439 de 2021 del Senado fracasó por la protesta social de abril de 2021. Y el florero de Llorente fue la parte tributaria. Nadie discutió el cambio a la regla fiscal ni al ajuste en gasto, todos centraron su atención en el IVA y en renta a personas naturales, en un contexto en que el ingreso de los hogares y pequeñas empresas cayeron y el desempleo aumentó. La filosofía de ese proyecto se retomó tres meses después en el proyecto de Ley 27 de 2021 de la Cámara y 46 de 2021 del Senado, “Por medio del cual se expide la Ley de inversión social”, pues se reincorporaron los artículos sobre la regla fiscal y de amnistía tributaria. Ese proyecto se convirtió en la Ley 2155 de 2021, donde el Congreso dejó casi intacto el articulado gubernamental original. En el tema tributario se modificó la tarifa de renta para las personas jurídicas, subió al 35% a partir de 2022 y para las instituciones financieras que tengan un ingreso gravable de 120000 UVT es del 38% hasta 2025, y se mantienen los beneficios que les dieron las leyes 1943 de 2018 y 2010 de 2019. Y se cambió la tarifa del impuesto unificado del régimen simple.


Los analistas, comisiones y organismos internacionales manifiestan que el gravamen a los movimientos financieros se debe suprimir. El Gobierno aceptó su eliminación progresiva con la Ley 1739 de 2014 pues llevaba la tarifa a tres por mil en el 2019, dos por mil en el 2020 y uno por mil en el 2021. Sin embargo, el desequilibrio fiscal lo llevó a revertir su opinión y con la reforma de 2016 se mantuvo la tarifa de cuatro por mil (Ley 1819 de 2016) y no se estableció ningún plazo para sacarlo de la estructura tributaria. El 50% de este impuesto ahora es deducible del impuesto de renta. Como no discrimina por nivel de ingreso o riqueza, y los cuentahabientes de menores ingresos no son declarantes de renta, el gravamen es regresivo pues las personas naturales de menos ingresos pierden mayor bienestar por unidad monetaria que pagan de impuesto.


La trayectoria de las decisiones políticas entorno de la tributación de los últimos años permite deducir tres juicios:


- El primero, el sistema mantiene su inequidad y no existe evidencia de que la élite desea cambiar la situación. Como se muestra en la tabla 1 los beneficios tributarios de las empresas le costaron al fisco $287.454.405 en los últimos cinco años. Cuando se compara el ingreso bruto versus el impuesto de renta antes de descuentos tributarios para las personas naturales y las jurídicas se encuentra que las primeras contribuyen en mayor proporción (tabla 2). Así las cosas, la carga tributaria efectiva sobre las personas naturales son mayores e injustificadas pues no cuentan con el conjunto de descuentos y beneficios que tienen las empresas, lo cual les disminuye sus obligaciones tributarias efectivas. Por unidad monetaria de ingreso el sacrificio en bienestar de las naturales es mayor, aspecto delicado si se considera el alto grado de concentración del ingreso y la riqueza que se reporta en el país. Los reclamos de la ciudadanía no son infundados.
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